CAUSA Nº 6948 CCALP “BIM-PEX S.PUGLIESE & M. BRAUTIGAN S DE H Y OTROS C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSION ANULATORIA - OTROS JUICIOS”

En la ciudad de La Plata, a los tres días del mes de Febrero del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “BIM-PEX S.PUGLIESE & M. BRAUTIGAN S DE H Y OTROS C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSION ANULATORIA - OTROS JUICIOS”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial de La Plata (expte. Nº LEG-12552-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Gustavo Daniel Spacarotel y Claudia Angélica Matilde Milanta.


El Tribunal resolvió plantear la siguiente

C U E S T I Ó N:

¿Es justa la sentencia apelada?

V O T A C I Ó N:

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

1. La parte actora, “Bim-Pex Sandra Pugliese y Marta Brautigam Sociedad de Hecho” y Marta Elisabeth Brautigam y Sandra Viviana Pugliese, mediante apoderado, promueven demanda contencioso administrativa contra la Provincia de Buenos Aires con el propósito de obtener la nulidad de la resolución determinativa nº  3.461/06 dictada por la Dirección Provincial de Rentas (fs.17/31).

Por esa decisión se las intima a presentar las declaraciones juradas del Impuesto a los Ingresos Brutos, del que son contribuyentes, y al pago de los períodos determinados.

En ese marco de demanda también requieren la nulidad de esa liquidación, expuesta en el título ejecutivo nº 285.769, como de la resolución de fecha 23.05.07 que dispusiera el archivo de las actuaciones nº 2306-213.088/06.

Informan el objeto de demanda en la declaración de inconstitucionalidad de los artículos 39 bis, 50, 86, 87 y 95 del Código Fiscal, de la resolución nº 328/02 del Ministerio de Economía y demás disposiciones consecuentes.

Luego de dar cuenta de su actividad gravada, como despachantes de aduana, consignan un cálculo equivocado en la determinación efectuada de oficio por la autoridad de aplicación, pues su base de cálculo presunta incluiría depósitos bancarios por conceptos ajenos al hecho imponible (sus honorarios).

En ese piso de marcha reportan el juicio de apremio que les fuera promovido, para ubicar el agravio que predican en la ausencia de su intervención en el curso de las actuaciones administrativas tramitadas y una única notificación en la que se les habría hecho saber del embargo trabado sobre sus cuentas bancarias.

En la violación de la regla del debido proceso abastecen su planteo introductorio y articulan la impugnación con la que intentan enfrentar a las normas legales aplicadas por la repartición demandada. Ellas son objeto de su consigna de demanda (arts. 39 bis y 50 C. Fiscal).

En ese espacio de censura reclaman la aplicación del procedimiento de determinación previsto y reglado por el artículo 102 y siguientes del Código Fiscal.

Así dejan deducida la pretensión administrativa anulatoria, formulando un requerimiento que, en lo que llega a esa alzada, se reporta a una materia de controversia que transcurre por la garantía constitucional de defensa, en tanto la parte actora la considera vulnerada desde el marco legal aplicado a su situación (arts. 39 bis y 50 C. Fiscal).

Llamada a contestar la demanda impetrada, toma intervención Fiscalía de Estado (fs. 228/241).

Comienza por señalar la inconducta tributaria de la demandante como fuente de la situación planteada, pues ve en su incumplimiento de presentación de las declaraciones juradas periódicas el fundamento de la decisión administrativa.

A ésta la presenta adoptada en el perímetro de las reglas previstas en el Código Fiscal (arts. 39 bis y 50).

Defiende la constitucionalidad de esas prescripciones con doctrina judicial que acompaña.

También la variante utilizada por la autoridad tributaria, que prescindiera del procedimiento de determinación de oficio del artículo 102 del Código Fiscal.

Destaca el perfil de pago a cuenta de todo cuanto resulte de la liquidación practicada sin intervención del contribuyente y la legitimidad de las presunciones autorizadas, para abastecer así el monto del impuesto a ingresar.

No advierte tampoco violación de la garantía de propiedad ni quiebre alguno para la de igualdad.

Con ese cuadro se entabla el contradictorio.

2. A fojas 660/673 dicta sentencia la juez de la causa.

Se pronuncia haciendo lugar a la demanda promovida.

Declara inconstitucionales, en su aplicación al caso, los artículos 39 bis, parágrafo 3º, 50 parágrafos 4 y 5 del Código Fiscal (t.o ley 13.405) y los artículos 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie B nº 12/06 de la Dirección Provincial de Rentas.

Anula la resolución nº 3.461/06 y la dictada el 23.05.07.

Finalmente, ordena sustanciar el procedimiento de determinación de oficio, normado por los artículos 102 y siguientes del Código Fiscal, con relación a los períodos fiscales en mora, y distribuye las costas en el orden causado.

Para arribar a ese pronunciamiento se inicia estableciendo el objeto decisorio en todo lo relativo a la legitimidad de la resolución nº  3.461/06. 

Por ella, y a través del Boletín Oficial, se intimó a la contribuyente a la presentación de sus declaraciones juradas y al pago del impuesto determinado.

Luego de la consigna de las normas aplicadas (3er. párrafo del artículo 39 bis y 50 del Código Fiscal), y de la doctrina emergente de resoluciones cautelares de este tribunal adoptadas en otro caso (CCALP nº 3905) y en este mismo (fs. 211/213), la juez de la causa valora, en la ausencia de intervención previa del interesado, la presencia de óbices constitucionales en el procedimiento de determinación previsto y reglado por aquellas disposiciones legales, en cuanto conciernen al conflicto suscitado.

Coincidente con aquel criterio preliminar y luego del progreso de la litis hacia su etapa decisoria definitiva, advierte sobre la certeza relativa a que la liquidación practicada, conocida como “Liquidación Express” vulneraría la garantía constitucional de defensa en juicio.

La injustificada exclusión en ese curso adjetivo de los medios de intervención establecidos en el procedimiento de determinación de oficio (art. 102 y ccs. C. F. cit.), que considera el fallo pronunciado, conduce una lógica que deriva en que el trámite expeditivo y coactivo de intimación y cobro resulta inconstitucional.

Insiste en la cita de otros precedentes de esta cámara (CCALP nº 4771; CCALP nº 8492 y CCALP nº 9497) para abonar esa inferencia, siempre abastecida en la supresión ritual del derecho a ser oído y a ofrecer y producir prueba, esto último en cuanto dirigida a las presunciones y los datos recabados por el estado para determinar el tributo.

En esa línea destaca en la conducta administrativa, expuesta en el trámite abreviado que es materia del proceso, un resultado perjudicial irreparable para el contribuyente, en cuanto la afectación de su derecho de defensa carecería de toda posibilidad ulterior de saneamiento, aún en sede administrativa.

Aporta otros precedentes de este tribunal (CCALP nº 6483, CCALP nº 10.343 y CCALP nº 11.012), para abundar en esa exégesis.

Por fin, con cita de la fuente supranacional para la garantía que es objeto de su singular consideración (conf. art. 75 inc. 22 CN), la juez de la causa pondera su perfil como requisito formal de razonabilidad en el procedimiento tributario.

Desde ese conjunto quita toda fuerza de convicción a los argumentos pregonados por la parte demandada en defensa de su posición en el litigio.

A su turno, y en dirección a demostrar esa carencia defensiva, alude al reconocimiento por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en relación con la posibilidad de instalar un procedimiento abreviado y expedito de pago provisorio de impuestos.

Luego de señalar un criterio restrictivo de exégesis para esa doctrina judicial (Fallos: 298:626, entre otros), establece las diferencias sustanciales que en éste la harían inaplicable.

Con ese reporte deja sentado el matiz de esos precedentes, en los que la base de la determinación era el impuesto debido anteriormente, tal y como lo recoge el artículo 50 párrafo segundo del Código Fiscal, diferenciándolos así de la materia de debate en estos autos.

A esta última la ve transcurriendo por la consideración de un monto gravado equivalente al importe de acreditaciones bancarias, según lo informado por las entidades financieras y sin cumplir con el procedimiento de determinación de oficio  con el consiguiente cálculo erróneo de depósitos de terceros, según lo valora probado (fs. 39, 327 y ss.).

Con ese mismo horizonte aporta doctrina legal (CSJN fallos 316:2.764) y otras intervenciones judiciales de las que brinda pormenor.

Para desmentir la afirmación de la parte demandada que imputara a la conducta de la actora la fuente de la especie en debate, la sentencia pronunciada, luego de dejar a salvo que éste no ventila la legitimidad de la autoridad de aplicación para obtener el cumplimiento en tiempo y forma de las obligaciones fiscales, ubica la discusión en la necesidad de respetar en ese procedimiento de determinación e imposición la debida intervención de parte en los términos de los artículos 102 y concordantes del Código Fiscal, 

Con ese conjunto argumental interpreta que la actuación de la demandada habría sido violatoria de la garantía de defensa en juicio.

Abona esa conclusión final, una vez más, con cita de doctrina de esta alzada (conf. causa CCALP nº 10.078).

Así se cierra el proceso en la anterior instancia.

3. Contra ese pronunciamiento Fiscalía de Estado deduce recurso de apelación (fs. 678/693) que cuenta con declaración favorable de admisibilidad (fs. 701).

Cabe pues ingresar a sus fundamentos.

Por el primero de los agravios la parte demandada objeta el argumento relativo a la vulneración del derecho de defensa en el que se sostiene el fallo que clausura la controversia.

Pretende demostrar una declinación voluntaria por parte de la contribuyente en relación con el ejercicio de esa garantía. 

La perfila a partir de su inacción en sede administrativa.

Ese argumento, ya expuesto por la recurrente en ocasión de su responde, ha recibido replica suficiente en la sentencia pronunciada con argumentos que hago míos y comparto.

Esos embates no logran desvirtuar la motivación del pronunciamiento impugnado.

Los lineamientos sentados por este tribunal al expedirse en las causas que han sido objeto de consigna por la juez de la causa, resultan plenamente aplicables a un caso que ofrece analogía, aún cuando en aquéllas respondieran a un juicio cautelar de aproximación, siendo que en éste esa valoración adquiere perfil de certeza luego de transcurrido el contradictorio (conf. causas CCALP nº 3905; CCALP nº 4771; CCALP nº 6483; CCALP nº  8492; CCALP nº 9497; CCALP nº 10.343 y CCALP nº 11.012).

En efecto, el procedimiento administrativo abreviado que diera lugar al acto de determinación e intimación comprendido en la controversia (res. nº 3.461/06) violenta la garantía del debido proceso adjetivo (art.18 CN), en cuanto su base de cálculo (conf. art. 39 bis, 3er. párrafo Código Fiscal) no resulta de ningún antecedente que registre intervención del sujeto obligado ni sufraga la exigencia de audiencia que reporte satisfecho el derecho a ser oído en relación con esa misma plataforma presunta.

Con acierto, la sentencia dictada discrimina los antecedentes que dieran lugar a la doctrina de interpretación restrictiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, vinculada a la posibilidad de percepción de pagos a cuenta sobre hipótesis de determinación informadas siempre en el impuesto debido anteriormente, de la que expone el caso, ajena a ese presupuesto y asentada en informaciones de entidades financieras y carente de control por el interesado.

Esa situación singular, contemplada por la indicada disposición legal (art. 39 párr. 3º) y autorizada por el artículo 50 apartados 4 y 5 del mismo cuerpo preceptivo (Código Fiscal, t.o. ley 13.405) para abastecer el procedimiento de liquidación abreviada que excluye el trámite de determinación de oficio, configura agravio suficiente al derecho de defensa (conf. art. 18 CN).

El análisis del mecanismo de determinación de obligaciones tributarias, establecido en los artículos 39 bis y 50 del Código Fiscal -texto según Ley 13.405- y reglamentado por los artículos 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie B Nº 12/06, utilizado para dictar el acto administrativo que se cuestiona en autos, denota que el mismo no contempla la intervención previa del interesado contribuyente, privándolo de ser oído, de ofrecer y de producir la prueba correspondiente y, en su caso, de desvirtuar las bases de cálculo consideradas.

Advierto en esa circunstancia un estado de indefensión susceptible al reproche de constitucionalidad por el que transitara con acierto la sentencia pronunciada (conf. art. 18, Const. Nac. y art. 15, Const. Prov.; doc. causas cits.).

La exclusión del procedimiento previsto por los artículos 102, 104 y concordantes del Código Fiscal supone coartar toda posibilidad de impugnación para el sujeto obligado, a quien se priva de las variantes recursivas autorizadas y en las que se consuma el control que es eje de la controversia. 

Tal modo de proceder de la administración implica someter al contribuyente a una situación de perjuicio irreparable, pues la afectación a su derecho de defensa carece de toda posibilidad de saneamiento ulterior. 

La providencia que cierra la instancia anterior recoge sin error de juzgamiento esa exégesis, reportando sujeción a un entendimiento de este tribunal que cabe aplicar al pleito sin cortapisas, a pesar de haber sido elaborado para dar respuesta a instancias de apariencia de buen derecho, pues lo cierto es que lo que fue vislumbrado de manera preliminar ha adquirido certeza en esta etapa de progreso (conf. causas cits.).

Desde ese ángulo podrá apreciarse que la conducta omisiva de la parte actora, en relación con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, fuente esta en la que la demandada procura ubicar el núcleo litigioso, carezca por completo de alcances saneatorios para una falencia que es insanable y que se sitúa justamente en el centro del procedimiento que le es reconocido a la administración pública para obtener compulsivamente el cobro de sus créditos tributarios.

Ese defectuoso trámite, por falta de intervención del deudor en mora, es precisamente el punto de conflicto.

El agravio carece así de recibo.

La misma suerte corre el propósito por exhibir al trámite abreviado en correlación con el carácter provisorio de la determinación, para así procurar ausente el perjuicio irreparable (segundo agravio).

Ese contorno, por cierto, no es suficiente para excluir, en el resultado de la determinación preliminar y a cuenta, el respaldo inherente al debido proceso, pues la vigencia del principio no se halla sujeto al alcance ni extensión del acto que imponga esa cuantía, sino que rodea a cualquier procedimiento que se posicione en la situación individual del contribuyente.

Cabe recordar que el debido proceso adjetivo constituye un elemento esencial de la voluntad administrativa y que opera con la ley, sin su previsión o contra ella, como es el caso que ocupa esta intervención.

Su jerarquía constitucional fuerza esa derivación (art. 18 CN).

Lo dicho hasta aquí, para considerar los dos primeros agravios, también reporta respuesta suficiente para los dos siguientes, pues en nada obsta al criterio expuesto la doctrina que emerge de los fallos que pregona la recurrente (fallos 331:17, 316:2764, 305:1051, 303: 995 y 298:626).

El entendimiento de la juez de la causa no revela desacierto, pues de un lado, bien sostuvo un reproche constitucional sobre el procedimiento de liquidación abreviado sin avanzar sobre el de determinación de oficio que bien deslindó y al que supo remitir el caso planteado.

Desde otro lado, ello dejó en claro el respeto a las variables de oficio al alcance del estado para obligar al contribuyente al exacto cumplimiento de sus deberes fiscales.

Siempre ha sido la falta de intervención del interesado el foco de censura, en hipótesis en las que se adopten bases de cálculo que exijan ese control por carecer de origen en conductas pretéritas de éste (art. 39 bis ap. 3º C. Fiscal).

En ese contexto la conducta de aquél, relativa a su morosidad con el fisco, carece de toda relevancia, pues es el supuesto mismo de la determinación de oficio que fuera reclamada con insistencia (arts. 102, 104 y ccs. C. Fiscal.).

Finalmente, la coexistencia que argumenta la parte recurrente, en cuanto precisa acerca de la presencia simultánea de la variable enjuiciada, con otra para la que reserva el trámite de los artículos 102 y siguientes de la ley 13.405, carece de toda posibilidad estimatoria si se repara que en cualquier caso la intervención del interesado, cuando la base de la determinación no parta de su propia actividad o se haya encontrado bajo su control, es de rigor inexcusable.

El fin no es otro que la satisfacción de la garantía del debido proceso adjetivo cuando el acto demuestre la inexistencia de aquella inspección.

Es, justamente, el caso suscitado.

En suma, el recurso de apelación no logra consistencia para quebrar un rumbo decisorio que se exhibe sin error de juzgamiento.

Hago míos, a mayor abundamiento, los argumentos concordantes que lo informan.

Así las cosas, expreso mi respuesta por la afirmativa.

Propongo:

Rechazar el recurso de apelación de la parte demandada y confirmar la sentencia atacada, en todo cuanto ha sido materia de sus agravios, con costas de la instancia en el orden causado (conf. arts. 166 CPBA; 12 inc. 1, 51, 55, 56, 58, 59 y ccs. ley 12.008, t. seg. ley 13.101).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, los Dres. Spacarotel y Milanta adhieren a los fundamentos y solución propuesta por el Dr. De Santis, votando en idéntico sentido.
De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A:

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se rechaza el recurso de apelación de la parte demandada y se confirma la sentencia atacada, en todo cuanto ha sido materia de sus agravios, con costas de la instancia en el orden causado (conf. arts. 166 CPBA; 12 inc. 1, 51, 55, 56, 58, 59 y ccs. ley 12.008, t. seg. ley 13.101).

Por su actuación profesional en segunda instancia, regúlanse los honorarios del Dr. Miguel H. E. Oroz, letrado apoderado de la parte actora, en la suma de PESOS MIL QUINIENTOS ($ 1.500), cantidad a la que se deberá adicionar el 10% (arts. 12 inc. a y 16, ley 6716 y modif.; 10, 15, 31, 54, 57 y concs., dec.-ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.

Firmado: Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  22 (S).

